
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTOS PROCEDIMENTAL, SUSTANTIVO Y FÁCTICO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
“La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia.” (…)
El defecto material o sustantivo encuentra su fundamento constitucional en el artículo 29 y se presenta cuando, “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”. (…)
Y en lo que respecta al fáctico que : 

“4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así: (…)
“(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio. Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.” (…)
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Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela interpuesta por Diana Yulieth Valencia y Jaime Alejandro Loaiza Franco contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, a la que fue vinculada Yorlady García Bonilla.  
ANTECEDENTES
  



Los accionantes promovieron esta acción de tutela en procura de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, y en síntesis narraron que:
Contra ambos, la señora Yorlady García Bonilla, instauró un proceso ejecutivo de mínima cuantía que se tramitó en el Juzgado accionado, en el cual se notificaron personalmente, y en su propio nombre, contestaron la demanda, proponiendo excepciones previas y de mérito, las cuales fueron desestimadas en la sentencia anticipada que en ese asunto se profirió sin tener en el material probatorio que ellos aportaron.
Dijeron que tanto en el trámite del proceso, como en la sentencia, se produjeron irregularidades que violentaron el debido proceso, sobre las cuales se presentará un análisis detallado en la parte considerativa de esta providencia.  

En consecuencia, solicitaron dejar sin efecto la sentencia anticipada proferida en ese caso el 23 de abril del 2019 y ordenarle al funcionario continuar con el trámite del proceso, de conformidad con lo reglado en el artículo 372 en concordancia con el artículo 443 del CGP. 




El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de 1 día al Juzgado accionado y a la vinculada, se ordenó la remisión de las copias del proceso a costa de los accionantes (f. 33, c. 1).
El funcionario encartado estimó que la decisión atacada se surtió en términos de ley, respetuosa del debido proceso, pidió negar las pretensiones del amparo. 




Sobrevino la sentencia de primera instancia, que declaró improcedente el resguardo porque: “(…) se desprende que la demanda de tutela materia de estudio no supera el examen de subsidiariedad, pues no se han agotado los mecanismos judiciales disponibles, el accionante no ha puesto en conocimiento del Juez natural las irregularidades que por esta vía reclama, procedió directamente a acudir al Juez de tutela sin tener en cuenta que éste es un trámite subsidiario. Esto permite evidenciar la clara intención de hacer uso del mecanismo constitucional como un sustituto de los medios ordinarios, omitiendo el deber de provocar el primer lugar un pronunciamiento del juez accionado dentro del trámite del ejecutivo y agotar además los recursos que la ley prevea frente a la respectiva decisión en caso de ser más desfavorable”, se explicó que los accionantes tendrían a disposición la nulidad prevista en el numeral 6ª del artículo 133 del CGP (f. 59, c. 1).




Impugnaron los accionantes y señalaron (i) que el proceso ejecutivo es de única instancia, en el que contra la sentencia no procede ningún recurso; (ii) su poco conocimiento del derecho; (iii) la presunta violación a la ley en la que incurrió el Juzgado accionado, (iv) la inviabilidad de la sexta causal de nulidad del artículo 133 del Código General del Proceso, como lo insinuó el Juzgado de primera, pues lo que buscan es controvertir el origen de la obligación mediante los interrogatorios de parte que dejó de lado el Despacho (f. 69, c. 1).
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acuden los accionantes en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estiman conculcado, en consideración a que el Juzgado, en la ejecución que aquí se analiza, pese a que se promovieron excepciones previas y de mérito, mediante sentencia anticipada ordenó seguir adelante con la ejecución, pasando por alto el material probatorio que le imponía declarar la prosperidad de los medios exceptivos. 

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 


Para el análisis, es menester presentar un recuento de lo sucedido en el proceso que se cuestiona, cuyas copias reposan en el cuaderno de copias:

(i) Con base en una letra de cambio suscrita por los aquí accionantes, la señora Yorlady García Bonilla, el 31 de octubre del año 2018, radicó una demanda para que, previos trámites de un proceso ejecutivo de mínima, cuantía se ordenara seguir adelante con la ejecución por $5.000.000,oo contra los demandados (f. 5, c. 1).
(ii) Se libró mandamiento de pago el 28 de noviembre de ese año (f. 10, c. 1).
(iii) Los demandados se notificaron el 12 de diciembre siguiente (f. 11, c. 1), al día siguiente radicaron un escrito mediante el cual invocaron una excepción previa denominada “falta de jurisdicción y competencia” (f. 15, c. 1) y otro con el que se opusieron a los hechos y propusieron excepciones de mérito, las que llamaron “inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido y pago total de la obligación” (f. 18, c. 1); también, ese mismo día, allegaron un memorial al que le anexaron un par de denuncias que impetraron contra la señora García Bonilla, por presuntas imputaciones falsas y deshonrosas de las que se presentaron como víctimas (f. 24, c. 1).  
(iv) Mediante auto notificado el 23 de enero de este año, el Juzgado corrió traslado de las excepciones previas a la parte demandante, por el término de 3 días (f. 29, c. 1); con memorial allegado el 28 de enero, la demandada se pronunció frente a todos los medios exceptivos elevados por los demandados (f. 30, c. 1). 
(v) El 12 de febrero el Juzgado notificó una decisión con la cual declaró infundada la excepción previa de falta de jurisdicción y competencia (f. 31, c. 1); y el 22 de febrero notificó otro por medio del cual, por el término de 10 días, corrió traslado de las excepciones de mérito a la ejecutante (f. 33, c. 1); quien oportunamente se manifestó al respecto (f. 34, c. 1).

(vi) El 15 de marzo fue notificado un auto con el cual el Despacho, requirió a la parte demandante para que rindiera una explicación “relevante para el proceso” (f. 36, c. 1); en ese sentido fue radicado un escrito (f. 37, c. 1).

(vii) Los ejecutados el 4 de abril radicaron un memorial, solicitándole al Juzgado no fijar fecha para audiencia durante unos días que iban a estar fuera del país; en ese sentido informaron que estarían de vuelta el 22 de abril (f. 41, c. 1).
(viii)  El 26 de abril siguiente el Juzgado notificó por estado la sentencia anticipada que profirió en el caso (f. 46, c. 1), por último el 29 de mayo se notificó la aprobación que se impartió a las costas del proceso (f. 52, c. 1). 

Los accionantes mencionaron que en el proceso, se presentaron los siguientes defectos:

(i) Defecto Procedimental absoluto: con fundamento en que el funcionario pasó por alto lo reglado en el artículo 443 del CGP, específicamente lo consagrado en su numeral segundo que reza “2. Surtido el traslado de las excepciones el juez citará a la audiencia prevista en el artículo 392, cuando se trate de procesos ejecutivos de mínima cuantía…”.


 (ii) Defecto fáctico: en el entendido de que omitió apreciar las pruebas aportadas al proceso.


(iii) Defecto material o sustantivo: en este punto, los accionantes se mostraron inconformes, con el hecho de que el funcionario, hubiera proferido sentencia anticipada con fundamento en el numeral 3° del artículo 278 del CGP, en ese sentido adujeron que el Juez omitió indicar bajo cuál de los supuestos previstos en el aludido numeral encausaba esa decisión. 

Para abordar la cuestión, primero que todo debe decirse que, contrario a lo que se argumentó en primer grado, para  la Sala los presupuestos generales de procedencia del amparo se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; la sentencia que se reprocha se produjo en un asunto de única instancia, con lo cual se supera el presupuesto de la subsidiaridad; fue proferida el 23 de abril del 2019 y esta acción de tutela se radicó 3 de julio siguiente, con lo cual se cumple con la inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achacan los demandantes al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Adicionalmente, si bien los accionantes, luego de que se profirió sentencia, no le han hecho ninguna solicitud al funcionario, para que proceda como en esta demanda pretenden, lo cual se echó de menos en primera instancia, lo cierto es que ello se tornaría inane, si se tiene en cuenta que en la ejecución ya se profirió sentencia, y en la actualidad el funcionario no podría dejar sin efectos el fallo. 

Y en cuanto a la nulidad que el despacho sugiere, basta ver que no es la falta de oportunidad para alegar de conclusión la que se discute, sino que los accionantes enlistaron otras tres que acaban de repasarse, ninguna de las cuales podrían discutir por esa vía. En últimas, lo que ellos pretenden es que se llame a la audiencia de que trata el artículo 392 del CGP. 
Siguiendo entonces con el análisis, es menester recordar que sobre el defecto procedimental se ha dicho que
:

“23.  La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto
, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso
 ; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia
.”


Sobre el material o sustantivo lo siguiente
:

Defecto sustantivo. Reiteración de jurisprudencia

33. El defecto material o sustantivo
 encuentra su fundamento constitucional en el artículo 29 y se presenta cuando, “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”
. La jurisprudencia recogió los eventos en los cuales se presenta un defecto sustantivo, así:

“(i) La decisión tiene como fundamento una norma que no es aplicable, porque: ‘a) no es pertinente, b) ha perdido su vigencia por haber sido derogada, c) es inexistente, d) ha sido declarada contraria a la Constitución, o e) no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el legislador’
.

(ii) A pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto: a) no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable, o b) es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes
.

(ii) La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma, omitiendo el análisis de otras disposiciones aplicables al caso
.”

En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.

Y en lo que respecta al fáctico que
: 





4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así:





“(i) Omisión por parte del juez en el decreto y práctica de pruebas
. La Corte ha considerado que se configura, cuando el funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, generando en consecuencia la indebida conducción al proceso “de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución del asunto jurídico debatido.”





(ii) No valoración del material probatorio allegado al proceso judicial.
 Esta hipótesis tiene lugar, cuando la autoridad judicial a pesar de que en el respectivo proceso existen elementos probatorios, “omite considerarlos, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente.”





(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.
 Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.”





4.4. La Corte Constitucional, ha revisado específicamente casos en los que se interpone acción de tutela contra una providencia judicial, argumentando lo señalado en el literal (ii) del anterior numeral, es decir, que el fallador no tuvo en cuenta material probatorio allegado al proceso por no advertirlo o considerarlo para fundamentar su decisión, que de haberse analizado, el resultado sería evidentemente distinto.” (Se destaca)

En este caso concreto, si bien el funcionario en el fallo hizo mención a que el mismo se profería de manera anticipada, al tenor de lo reglado en el numeral 3° del artículo 278 del CGP y es evidente que no fue por causa de la comprobación de alguno de los eventos allí señalados que se adelantaba la decisión, lo que emerge de la providencia es que hubo un lapsus al citar el numeral, pues aquí de lo que se trataba era de la situación prevista en el numeral 2° del mismo artículo, aquella que dispone que el juez deberá dictar sentencia anticipada “Cuando no hubiere pruebas por practicar”. 

En ese entendido, es claro que el Despacho si bien actuó al margen de lo reglado en el numeral 2° del artículo 446 del CGP que manda convocar a la audiencia, lo hizo prevalido del hecho de que toda la prueba pedida por las partes era documental y, por tanto, ninguna más quedaba por practicar, con lo que, a la luz del artículo 278 citado, era inane convocar a la diligencia que se echa de menos, cuando para la resolución del litigio bastaba con el análisis del material con el que ya contaba, lo que en efecto se hizo en el fallo, en los siguientes términos:
Aun cuando se presentan formalmente como tres excepciones diferentes, las mismas emanan de una sola afirmación, cual es la existencia de un negocio subyacente diferente: Un mutuo sin intereses por valor de $40.000.000,oo para cuya demostración aporta una copia del documento suscrito (folio 16 de este cuaderno)-.

Afirman los demandados que al suscribir dicho contrato de mutuo sin intereses, les fue exigida también la suscripción de dos letras de cambio en blanco, por valor de $20.000.000,oo cada una, circunstancia que no quedó plasmada en el referido instrumento crediticio y que al efectuar el pago del crédito real contraído, demostrado con el formato de consignación allegado (folio 17 del plenario), la acreedora se negó a devolverles los títulos valores de respaldo y que ahora fraudulentamente ejecuta una de ellas.

Con fundamento en esos asertos, alegan la inexistencia de la obligación, pues a ellos no les hicieron un préstamo por valor de $20.000. 000,oo si no uno por $40.000.000,oo ya cancelado; ergo la obligación ejecutada no tuvo vida, jurídica.

Consecuente con lo anterior, se alega el cobro de lo no debido, al ejecutar un título valor ilícito e ilegal, considerando que corresponde a una obligación inexistente, por lo que no se puede obligar a alguien a pagar un falso crédito.

En lo referente al pago total de la obligación, indican que ello se refiere a la única y verdadera obligación que ellos suscribieron, que es la contenida en el contrato de mutuo presentado con la contestación de la demanda, el cual como lo prueban en la misma, ya fue cancelado.

Para respaldar lo antes manifestado, aportan dos comunicaciones dirigidas a la Fiscalía General de la Nación, con un recibido manuscrito, pero sin que haya constancia de actuación alguna del organismo investigador y acusador nacional.
Sobre estos asertos, la demandante, con inmediación de su apoderado judicial, indica que la obligación ejecutada está respaldada en un título valor existente, el que se ha aportado al proceso, que corresponde a una de las varias relaciones comerciales que han existido entre las partes, y que la obligación ejecutada es posterior a la que refieren los demandados. Indican al respecto que en el documento aportado por ello no se habla de la existencia de documentos adicionales y el cual, una vez pagado les fue devuelto el original a los demandados, no siendo razonable que se pretenda acreditar el pago de letras de cambio con la cancelación de un documento ajeno al título valor ejecutado.
Del análisis de las excepciones propuestas, se tiene que el alegato se dirige propiamente al planteamiento de un negocio subyacente distinto, originario de la obligación ejecutada, siendo de cargo de la parte ejecutada probar fehacientemente la esencia de su dicho. con medios probatorios idóneos, circunstancia que no se avizora en la foliatura, pues si bien es cierto los demandados alegan circunstancias que pudieran ser tener fundamento en la realidad objetiva, no basta la simple afirmación del demandado en cuanto a que dicho negocio es inexistente, nulo, simulado, ineficaz, incumplido, o terminado, sino que, como ya se señaló, deberá fehacientemente probar la esencia de su dicho con cuanto medio probatorio disponga y los documentos aportados, conducen a probar la existencia de otro negocio comercial, por un monto diferente, del cual aportan copia del documento crediticio original, lo que no resulta coherente en cuanto a lo manifestado de la negativa de la demandante de entregarle los títulos valores suscritos como respaldo, pues recibieron el contrato de mutuo y no así las letras de cambió que dicen respaldaban dicho instrumento.

Aun cuando la parte demandante afirma de la existencia de múltiples relaciones comerciales de naturaleza similar a la conducente a la ejecución del título valor cobrado en el presente trámite, lo que no es desconocido por los demandados, pero tampoco refutado, se tiene que los asertos y las probanzas allegados por los ejecutados no prueban el nexo causal entre el negocio real subyacente afirmado y el título valor ejecutado, quedando sólo en asertos de ilegalidad, mala fe, ilicitud y falsedad de parte de la demandante, los cuales no incoan la validez de la letra de cambio ejecutada, la cual, como ya se advirtió, cumple con los requisitos formales del artículo 619 del Código de Comercio

Por su pertinencia y semejanza con el de marras, es preciso traer a cuento una reciente providencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la que se reitera el deber que tiene la judicatura de resolver anticipadamente los litigios cuando sea innecesario un debate probatorio; además de repetir que ante un evento tal, si no se ha alcanzado la fase de oralidad, la sentencia debe ser escrita. Dijo la alta Corporación
: 

“Luego, como el vocablo “deber” significa: “estar obligado a algo por la ley divina, natural o positiva” , fulgura que proferir “sentencia anticipada” es un mandato  emanado de la “ley positiva” que no es facultativo para el fallador, por el contrario, una vez acaezca alguna de las circunstancias ya anunciadas, le resulta forzoso resolver el litigio.

Bajo tales derroteros, en la determinación aquí criticada, para justificar la omisión de las subsiguientes etapas del juicio, el tutelado aludió expresamente a la comentada regla. 

Aunado a ello, revisados los escritos contentivos de la demanda, contestación y réplica, se extrae que los extremos de la lid limitaron sus solicitudes probatorias a las documentales, aportándolas en su oportunidad; en consecuencia, las condiciones estaban dadas para dilucidar tempranamente el sublite.

En ese contexto, ningún reproche merece el proceder de la autoridad cuestionada pues, se insiste, imperioso resulta para el sentenciador zanjar de plano el decurso, cuando se configura alguno de los eventos previstos en la precitada disposición, como aconteció en el analizado subexámine.”

De lo expuesto hasta aquí, queda claro entonces que:

(i) No incurrió el funcionario en un defecto procedimental al no proceder de conformidad con el numeral 2° del artículo 446 del CGP, como reclaman los libelistas, habida cuenta de que lo que hizo fue acatar el mandato contenido en el artículo 278 del CGP, que impone “En cualquier estado del proceso (…) dictar sentencia anticipada (…) cuando no hubiere pruebas por practicar”.
(ii) Es inexistente un defecto sustantivo por la supuesta indebida aplicación del artículo 278 del CGP, porque la providencia condice con lo reglado en su numeral 2° y la jurisprudencia que acaba de repasarse, esto al margen de que equivocadamente se hubiera mencionado un numeral distinto.

(iii) Y por último, no hay un defecto fáctico porque según se desprende de la transliteración de la sentencia y los resaltados, el funcionario esgrimió una argumentación coherente con los supuestos fácticos y jurídicos, al compás de las escasas pruebas documentales que se arrimaron al plenario, ninguna de las cuales tuvo para el funcionario vocación para derruir la calidad de claro expreso y exigible del título valor base de recaudo. 


De manera que no luce subjetiva, caprichosa o antojadiza la resolución del despacho encausado y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo de los peticionarios no halla recibo en esta sede excepcional.




En suma, lo argumentado en la acción de tutela, solo es una diferencia de criterio acerca de la ponderación realizada por el juez sobre las pruebas que se recolectaron durante el trámite de la ejecución, cuyo resultado no puede ser descalificado, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  





Solo recuérdese que de antaño la jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Trasunto de todo, se modificará la sentencia para negar la protección, en lugar de declararla improcedente como se hizo en primer grado, en virtud a que se superó el test de procedencia y hubo lugar al análisis material de la problemática planteada. 
 



DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley MODIFICA la sentencia proferida el 15 de julio del 2019, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Diana Yulieth Valencia y Jaime Alejandro Loaiza Franco inició contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, a la que fue vinculada Yorlady García Bonilla.  En su lugar se NIEGA la protección invocada. 




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 





Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
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